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PROPUESTAS PARA RESOLVER EL PROBLEMA DE ACCESO A VIVIENDA 
 
Introducción 
 
Nos encontramos en un momento crucial para la economía de España y el acceso a la vivienda 
es uno de los retos más importantes al que nos enfrentamos. El acceso a una vivienda asequible 
podría convertirse, si sabemos hallar y aplicar las soluciones adecuadas, en un impulso importante 
para la economía y la creación de empleo además de resolver el problema principal como el 
acceso a la vivienda. 
Desde el 2010, la producción de vivienda social viene cayendo drásticamente, hasta llegar al dato 
de 4.704 viviendas en todo el 2018. Este mal dato contrasta con la efectividad de las políticas de 
vivienda durante 30 años, hasta el año 2010, periodo en el que, una media de 75.000 familias 
accedía anualmente a una vivienda social. Esa producción constante ha funcionado como 
estabilizador social del acceso a la vivienda. Pero esta estabilidad se ha quebrado, al excluir a la 
iniciativa privada de las políticas de Vivienda, cuando en realidad, el sector privado ha sido el 
mayor e imprescindible instrumento, para la implementación de estas políticas.  
 
Los operadores públicos y privados, de acuerdo con los legisladores, podríamos estabilizar al 
sector, con una producción sostenida de viviendas abordando simultáneamente la modalidad de 
venta y la modalidad de alquiler, creando un parque razonable de viviendas, que sería de 
propiedad y gestionado por empresas profesionales.  
 
En la ejecución de este necesario plan de edificación, es indispensable atraer de nuevo a la 
inversión privada para el desarrollo de vivienda social. Para ello, los operadores profesionales 
necesitan del legislador seguridad jurídica a través de las siguientes medidas: 
 
 
Propuesta programa electoral 
 

1. FACILITAR EL ACCESO A VIVIENDA: tanto en compra como en alquiler. 
 
Medida de gobierno que lo justifica:  
 
Hay que aprovechar la situación de inversión del sector inmobiliario por inversores nacionales y, 
sobre todo, internacionales para generar un pacto global entre estos colectivos y el legislador con 
la finalidad de solucionar las necesidades acumuladas en más de 10 años de crisis. Las medidas 
a llevar a cabo serían: 
 
 Alquiler 
 

 Ofertar vivienda de alquiler asequible (la tasa de esfuerzo de la renta mensual no supere 
el 30% de los ingresos mensuales) actuando en la reserva de suelo de vivienda protegida.  
Objetivo: dar respuesta al segmento de población con dificultades en el pago de una 
renta de mercado. 

 Ofertar alquiler social para cubrir las situaciones de exclusión social residencial. Se 
promoverán en suelos de reserva de titularidad pública (estatal, autonómica y municipal). 

 Fiscalidad de las medidas:  
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o tratamiento de IVA neutro / superreducido en la cesión de suelo en 
derecho de superficie puesto que en la actualidad está considerado como 
prestación de servicio y su tratamiento es al tipo general de 21%. 

o Tratamiento de IVA superreducido para la promoción de vivienda nueva 
destinada a alquiler, en la actualidad es el reducido al 10%. 

 
Ambas cuestiones de alquiler se podrían solucionar mediante colaboración público-privada. La 
Administración, en sus tres niveles, cede el suelo demanial del que es titular para que la iniciativa 
privada invierta en su edificación y explotación a largo plazo con una estructura económica y 
jurídica necesaria y suficiente para los agentes del sector. 
 
 Compra venta 
 
Ofertar vivienda asequible en compraventa para cubrir la demanda de reposición y parte del 
segmento de primer acceso a vivienda. Se realizará por el sector privado y lo que se necesita es 
una clara apuesta de la Administración por reducir los costes de producción de la vivienda. Se 
consigue ofertar y entregar vivienda de forma más rápida y más económica a través de las 
siguientes medidas:  

 Reducción de las cargas burocráticas ligadas a la promoción de viviendas, agilización de 
las licencias de obra y sustitución de las LPO por Declaración responsable.  

 Reducción de la Fiscalidad sobre la vivienda. Del precio total que una familia paga por 
una vivienda, un 25% va destinado a pagar distintas cargas tributarias. Es una presión 
fiscal muy elevada para un bien de primera necesidad. Resulta necesario reducir la 
fiscalidad en la compraventa de primer acceso a vivienda (IVA, cuentas ahorro vivienda), 
así como reducir los distintos tributos de las Haciendas Locales y CCAA, durante el 
proceso productivo de la vivienda. 

 Poner en carga todo el suelo patrimonial cedido por la iniciativa privada en cada desarrollo 
urbanístico realizado, y que está inerte y bloqueado en manos de la Administración 
Pública. Este suelo debe ponerse en carga para que cumpla su fin social último, que es 
garantizar el acceso a vivienda. 

  Marco jurídico estable para la financiación hipotecaria (ley de crédito hipotecario) y 
seguridad jurídica en el urbanismo (Ley de seguridad jurídica). 

 El Ministerio de Fomento debería dotar suficientemente el Plan de Vivienda, 
incrementando el presupuesto actual, a todas luces escaso, y también debería intentar 
sensibilizar a las Comunidades Autónomas para que se impulse una política decidida de 
creación del suelo apto para la edificación inmediata. También sería preciso reconocer 
módulos básicos de venta y de alquiler (llevamos dos planes cuatrienales sin  hacerlo), 
los cuales, por supuesto, deberían reflejar la realidad de costes actuales, a fin de poderlos 
aplicar a la construcción  de inmuebles en las actuales reservas constituidas de VPO. 

 Finalmente y para que recuperemos la “seguridad jurídica”, deben clarificarse cuestiones 
fundamentales que en los últimos tiempos han aparecido en el panorama legislativo 
autonómico y local, y que amenazan con convertirse en leyes básicas estatales, tales 
como: 

o Gran tenedor de viviendas en alquiler. 
o Creación de zonas o ámbitos tensionados, donde se establezcan precios topados 

de alquiler del mercado libre. 
o Obligación de que los privados asuman temporalmente las exclusiones 

residenciales. 
o Permisividad en las “ocupaciones”, de las viviendas propiedad de las personas 

jurídicas. 
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o Medidas fiscales en el sentido contrario a las que se necesitan, tales como el 
“AJD” de las hipotecas, o la modificación de tributación de las Socimis o la 
obligación de una imposición mínima para las sociedades. 

 
Propuesta programa electoral 
 

2. ACTUACIONES DE REHABILITACIÓN Y REGENERACIÓN URBANA 
 

Medida de gobierno que lo justifica: 
 
Con motivo de un parque de viviendas en España antiguo y obsoleto, consideramos de vital 
importancia modernizar y realizar actuaciones en el mismo para mejorar las condiciones de 
habitabilidad de sus propietarios además de mejorar la eficiencia energética de las mismas, lo 
que reduce también las emisiones de contaminación. Debido a la estructura de propiedad 
horizontal de más del 80% del parque de viviendas en España, los resultados hasta el día de hoy 
son contundentes, es decir, la escasa actuación de rehabilitación y regeneración se está 
concentrando en el parque de propiedad vertical cuyos propietarios únicos no tienen problemas 
jurídicos ni de financiación. En cambio, para dinamizar el resto (más del 80%) proponemos aplicar 
lo establecido en la Ley de las tres erres consistente en que los Ayuntamientos establezcan áreas 
de rehabilitación integral posibilitando la entrada de la financiación y edificación privada que 
entraría en base a unas edificabilidades suficientes para garantizar su viabilidad: 
 

 Establecer acuerdos que posibiliten a las empresas que actúen en rehabilitación y 
regeneración para que mediante una colaboración público privada se pueda impulsar y 
dinamizar la rehabilitación de inmuebles propiedad de comunidades de propietarios (más 
del 80% del parque de viviendas en España). Se trata de poner en marcha lo previsto en 
los artículos 9,10,15 y 16 de la Ley 8/2013. (1) 
 
Los ayuntamientos determinen las reglas básicas para poner en marcha este programa 
(artículo 10) y los promotores puedan ejercer la iniciativa. 
 

 Fiscalidad: las operaciones de rehabilitación y regeneración urbana estarán sujetas en 
cualquier caso a IVA en la transmisión al promotor para su rehabilitación/regeneración y 
posterior venta. 
Además, debería solidarizarse el sobrecoste constructivo de las mejoras de eficiencia 
energética de los edificios, a través de bonificaciones fiscales ligadas a la calificación 
energética de los mismos ((tal y como se recogió en el informe de expertos consultados 
para la futura modificación la Ley de Haciendas Locales).   
 


